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No. 8-25 Edificio Nacional-Primer 
Piso 

 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA 

 

TRASLADO DE EXCEPCIONES 

  

ARTICULO 175 DE LA LEY 1437 DE 2011 

 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicado 

Demandante/Accionante AMALFY MARÍA RODRIGUEZ TEHERAN. 

Demandado/Accionado 

NACIÓN–MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL–FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO–SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE BOLÍVAR 

 
La Suscrita Secretaria del Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Cartagena, de 

conformidad con lo establecido en el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, corre 

traslado a la contraparte de las excepciones propuestas en la contestación de demanda por EL 

APODERADO Del DEMANDANDO, por el término de tres (3) días en un lugar visible de la Oficina 

de Apoyo de los Juzgados Administrativos del Circuito de Cartagena y en la página web de la Rama 

Judicial www.ramajudicial.gov.co. Hoy CUATRO (4) AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021)  

 

EMPIEZA EL TRASLADO: CINCO (5) DE AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS 8:00 

A.M. 

      

 
AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 

 

 
 
 

VENCE TRASLADO: OCHO (08) AGOSTO DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) A LAS 5:00 P.M. 

 
 
 
 
 

AMELIA REGINA MERCADO CERA 

Secretaria Juzgado Segundo Administrativo de Cartagena 
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Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
CARTAGENA 
E.                                   S.                                      D. 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICADO:  2019-00255 

DEMANDANTE: AMALFY MARIA RODRIGUEZ TEHERAN 
DEMANDADOS: NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y EL DEPARTAMENTO DE 

BOLÍVAR - SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 
ASUNTO: CONTESTACION DEMANDA 
 

MARIA MERCEDES MENDOZA VELLOJIN, mayor, domiciliada y residenciada 
en Cartagena, identificada con la cédula de ciudadanía numero 45.468.043 
expedida en Cartagena, portadora de la Tarjeta Profesional N° 128127 de C .S. J, 
en mi condición de apoderada especial del DEPARTAMENTO DE BOLIVAR, que lo 
acredito con el poder anexo enviado por correo el día 21 de junio, por el presente 
memorial y dentro de la oportunidad legal, doy contestación a la demanda de la 
referencia en los siguientes términos: 

TEMPORALIDAD DEL ESCRITO 

La notificación del auto admisorio se realizó el 21 de JUNIO de 2021, de 
conformidad con el artículo 199 y 200  del Código Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo modificado por el artículo 612 del CGP  de copia 
del auto admisorio de la demanda, la demanda y sus anexos. 

El traslado de la demanda comenzará a correr al vencimiento del término común  
correrá durante los 30 días siguientes (artículos 199 y 200  CPACA). 

 

Por lo anterior, me encuentro en la oportunidad procesal para contestar la demanda y 

excepcionar. 

 

 
 

I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a las pretensiones de la demanda por carecer de motivaciones jurídicas o 
fácticas para invocarlas y lograr una sentencia favorable. Por las mismas razones me 
opongo a los argumentos expuestos en el capítulo “fundamentos de derecho” en 
consecuencia, por las razones de defensa que a continuación se exponen mi mandante 
deberá ser absuelto de todo cargo y condena la demandante en costas. 
 
 

II. ANTECEDENTES 

 

Que la señora AMALFY MARIA RODRIGUEZ TEHERAN,  a través de apoderado judicial presentó 
demanda a través del medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, contra la 

NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL 
MAGISTERIO- DEPARTAMENTO DE BOLIVAR-SECRETARIA DE EDUCACION DEPARTAMENTAL, a fin 

que se declare la existencia de un acto ficto configurado el día 18 de octubre de 2018, producto de 
la reclamación de la sanción moratoria presentada el día 18 de julio de 2018, que se declare la 

nulidad de dicho acto, en cuanto negó el derecho a pagar la sanción por mora establecida en la ley 

244 de 1995 y ley 1071 de 2006 y a título de restablecimiento se condene a las demandadas al 
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pago de la sanción moratoria y reconocimiento de intereses a partir del 65 día hábil después de 

haber radicado la solicitud de cesantías y hasta cuando se hizo el pago.  
 

III. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS U OMISIONES  QUE CONFORMAN LA 

DEMANDA 
 

Seguidamente responderemos los hechos y omisiones contenidos en el libelo de la demanda, en el 
mismo orden que han sido expuestos por la parte actora: 

 

1. No es un hecho,  es la referencia a una disposición legal.  
2. No es un hecho, es un fundamento de derecho. 

3. No me constan las motivaciones o consideraciones del actor para presentar su reclamación.  
4. Es cierto, mediante la citada resolución, la Secretaria de Educación Departamental, 

reconoció y ordenó el pago de cesantía a favor del actor. En el citado acto administrativo se 
dispuso que el pago solo se realizaría cuando existiera disponibilidad presupuestal para 

atender el pago y de acuerdo al turno de atención correspondiente en el orden de 

radicación de la solicitud, tal como lo dispone el artículo 14 de la Ley 344 de 1996. Es decir, 
que el acto administrativo cuya nulidad estaba sometido a una condición, como era contar 

con la respectiva disponibilidad, razón por la cual no puede exigirse su cumplimiento hasta 
tanto no se verificara el cumplimiento de  tal condición    

5. Es cierto. 

6. No es un hecho, es la transcripción de la ley. 
7. No es un hecho, es un fundamento jurisprudencial en el cual se basa la apoderada de la 

parte actora para sustentar sus pretensiones.  
8. Es cierto que la solicitud de retiro de cesantías se presentó en la fecha indicada, también 

que fueron canceladas. No es cierto que transcurrieron 101 días de mora, teniendo en 
cuenta que por tratarse de retiro de cesantías parciales, estas solo son canceladas en la 

medida que exista disponibilidad presupuestal  y tratándose de una prestación que se paga 

con cargo a los recursos del FOMAG,  se debe observar  rigurosamente el turno de atención 
con relación a la presentación de las solicitudes y por ende la prelación de pago en las 

solicitudes de acuerdo a ese turno.  Es importante anotar, que  en la Resolución de 
reconocimiento, expresamente se establecieron las condiciones para el pago. Dicho acto 

administrativo fue notificado al actor y  contra el mismo no se interpuso o recurso alguno, 

ni fue demandado.  
9. Es cierto que se presentó la solicitud de reconocimiento de la sanción moratoria en la 

fecha. No hay lugar al reconocimiento de sanción moratoria prevista en la ley  244 de 
1995,  teniendo en cuenta su calidad de docente afiliada al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio,  le son aplicables las normas especiales, y por tanto prevalentes, 

que regulan el procedimiento para el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales de 
los docentes que se encuentran a cargo de dicho fondo, son las establecidas en la Ley 91 

de 1989 y en el Decreto 2831 de 2005, siendo que en dichas disposiciones no se contempla 
la indemnización moratoria por el no pago oportuno del auxilio de cesantías. 

 
 
 

RAZONES DE DEFENSA 

La prestación pensional, ha tenido diversas regulaciones normativas. Desde la expedición 
de la ley 6ª de 1945 se han establecido los aportes que los servidores públicos deben 
efectuar a las entidades de previsión para el reconocimiento de las prestaciones 
asistenciales y económicas a las cuales puedan tener derecho. En el mismo sentido la ley 
4ª de 1966 dispuso algunas bases sobre las cuales se calcularían las prestaciones 
económicas a favor de los servidores públicos. La ley 6ª de 1945, fue aplicable en un 
comienzo para los servidores públicos nacionales y luego para los territoriales. Se dejó de 
aplicar a los primeros con la aparición de la ley 3135 de 1968 y a los segundos con la 
entrada en vigencia de la ley 33 de 1985. 
 
A partir de estas normatividades, se ingresa a un concepto de pensión que involucra los 
aportes como parámetro atendible para el establecimiento del monto de las pensiones, así 
como la determinación de un tiempo sobre el cual calcular el mismo.  
 
El artículo 1º de la ley 33 de 1985 señala que el empleado oficial, que sirva o haya servido 
20 años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años tendrá derecho a que por 
la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de jubilación 
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equivalente al 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio. 
 
En su artículo 3 señaló los factores que debían tenerse en cuenta en la determinación de 
la base de liquidación de los aportes con el siguiente tenor literal: 
  

“Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier Caja de 
Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, ya sea 
que su remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como 
inversión. 
 
Para los efectos previstos en el artículo anterior la base de liquidación de los 
aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida 
por los siguientes factores, cuando se trata de empleados del orden nacional:  
 
* Asignación básica 
* Gastos de representación 
* Prima técnica 
* Dominicales y feriados  
* Horas extras 
* Bonificación por servicios prestados 
* Trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso 
obligatorio. 
 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre 
se liquidará sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes”. 

 
Esta prescripción fue modificada parcialmente por el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, 
estableciendo que la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración 
del empleado oficial del orden nacional, estaría constituida por los siguientes factores: 
 

“asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación 
por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o 
en día de descanso obligatorio.”  

 
Pero en este artículo se mantuvo el concepto de la ley 33 de 1985 en que en todo caso, 
las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se 
liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular 
los aportes. Se observa entonces que la ley señaló los factores salariales que tienen 
incidencia pensional, respecto de los cuales se deben hacer los aportes. 
 
Más adelante, la Ley 71 de 1998 en su artículo 9º hace otro importante avance, dando 
una nueva orientación a la liquidación pensional en el sentido de que conduce la 
liquidación pensional sobre los salarios del último año de servicios, lo cual se venía 
interpretando y aplicando en el ya existente y llamado reconocimiento pensional definitivo. 
Pero, se aclara que con esta disposición no se pretendió derogar lo dispuesto en el artículo 
1º de la ley 62 de 1985 respecto de los factores salariales, sino que se entiende que con la 
ley 71 de 1988 se ha pretendido, como ya se había hecho en la práctica que la 
reliquidación pensional se haga teniendo en cuenta un tiempo determinado (un año 
laborado) y respecto de los factores sobre los cuales se haya aportado que ya se 
encontraban establecidos en la legislación anterior (Ley 62 de 1985). Se concluye de este 
régimen que para efectos pensionales los factores computables son los señalados en las 
leyes 33 y 62 de 1985, en concordancia con la ley 71 de 1988 y su reglamentario. 
 
El criterio desarrollado por las leyes 33 de 1983, 62 de 1988 y 71 de 1988, aún se 
mantiene, es más la ley 812 de 2003, reglamentada por el Decreto 3752 de 2003, aplica 
estas directrices en su artículo 3º que reza:  
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“Ingreso Base de Cotización y liquidación de prestaciones sociales. La base de 
liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la 
expedición de la Ley 812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no podrá ser diferente a la base 
de la cotización sobre la cual realiza aportes el docente.” 

 
De otro lado, el Decreto 2341 de 2003, también reglamentario de la Ley 812 de 2003, 
asumió para los docentes afiliados al Fondo los mismos ingresos bases de liquidación de 
aportes o de cotización tenidos en cuenta por el artículo 1º de la ley 62 de 1985.  
 
El Honorable Consejo de Estado se pronunció en sentencia de fecha 20 de septiembre de 
2007, Sala de lo Contencioso Administrativo, Consejero ponente Dr. Alejandro Ordoñez 
Maldonado, Rad. 08001-23-31-000-2000-01858-01, en donde consideró:  
 

“En orden a resolver el asunto, se hacen necesarias las siguientes precisiones: 
 
El actor inició labores en la docencia para el Departamento del Atlántico el 25 de 
febrero de 1971 y nació el 27 de agosto de 1944.  
 
Para el 29 de enero de 1985, fecha en la cual entró en vigencia la Ley 33 de 1985, 
el actor no cumplía con los requisitos del régimen de transición para que le fueran 
aplicables las normas del régimen pensional anterior en materia de edad, pues, en 
primer término, no gozaba de un régimen prestacional de carácter especial y, en 
segundo lugar, no tenía 15 años de servicio al momento de la entrada en vigencia 
de la Ley 33. En consecuencia, el régimen aplicable al actor para efectos de la 
edad, monto y  factores salariales para determinar su pensión de jubilación es la 
Ley 33 de 1985. 
 
Así pues, en lo que respecta al tema objeto de debate, es decir, los factores a 
tener en cuenta para determinar la base de liquidación de la pensión de jubilación, 
la Ley 33 de 1985 en su artículo 3 previó como factores: 
 
[…] 
“[la] asignación básica; gastos de representación; prima técnica; dominicales y 
feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio”.  
 
[…] 
 
A su turno, el artículo 1 Ley 62 de 1985 agregó a dichos factores, las primas de 
antigüedad, ascensional y de capacitación en los siguientes términos:  
[…] 
 
“asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación 
por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o 
en día de descanso obligatorio”. (Subraya la Sala) 
 
[…] 
 
De la normativa transcrita, la Sala encuentra que las primas de navidad y 
exclusividad reclamadas en la demanda, no se encuentran en el listado taxativo del 
régimen de la Ley 33 como factores a tener en cuenta para liquidar la pensión de 
jubilación. Por consiguiente, dichas primas no podían ser objeto de la base de 
liquidación del actor, tal como lo expresaron los actos acusados. 
 
En ese orden, los actos que negaron al actor la reliquidación de su pensión con 
inclusión de las primas de navidad y exclusividad se ajustaron a derecho.  
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Ahora bien, en cuanto al argumento del Tribunal y el actor, según el cual, al monto 
de la pensión cuestionada se debió incluir  la prima de navidad, por cuanto el 
artículo 45 del Decreto 1045 de 1978 así lo dispuso; la Sala hace la siguiente 
reflexión: 
 
El artículo 15 de la Ley 91 de 1989 previó que para efectos de prestaciones 
económicas y sociales de los docentes que a 31 de diciembre de 1989 estuvieran 
vinculados mantendrían el régimen prestacional que han venido gozando en cada 
entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. Y más adelante la  
norma refirió que: 
 
 […] 
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero de 1990, 
para efecto de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas 
vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 
1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan en el futuro, con las 
excepciones consagradas en esta Ley. 
 
[…] 
 
De la lectura del precepto anterior, la Sala encuentra que si bien la Ley 91 de 1989 
precisó que los docentes en materia de prestaciones económicas y sociales les era 
aplicable el Decreto 1045 de 1978, también es verdad que el mismo precepto 
jurídico señaló que además les serían aplicables las normas que se expidan en el 
futuro, dentro de las cuales encontramos las Leyes 33 y 62 de 1985, que como ya 
se dijo son el marco jurídico aplicable al presente asunto.” 

 
Así las cosas, se tiene que el acto acusado no viola las disposiciones invocadas por el actor 
y está estrictamente ceñido a las disposiciones en que debía fundarse. Por los 
fundamentos expuestos en precedencia, solicito negar las pretensiones de la demanda 
que nos ocupa. 
 
Para la ley 62 de 1985 son factores salariales para liquidar la pensión de jubilación los 
siguientes: Asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por 
servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de 
descanso obligatorio.  
 
Del examen de los factores que trae consigo la Ley 812 y su Decreto Reglamentario 2341 
de 2003, que son los mismos taxativamente señalados en el artículo 1º de la Ley 62 de 
1985, se concluye que solo la asignación básica o sueldo es factor común con relación a 
los que se observan en la certificación de salarios aportada por el demandante en el 
expediente, y sobre ella se debe hacer la liquidación, por lo tanto no es procedente 
agregar otros factores diferentes a este. 
 
Es menester precisar además que, antes de la expedición del Decreto 3752 de 2003 el 
valor de la mesada pensional estaba integrado por todos los factores salariales 
devengados en el último año de servicios del docente. 
 
Empero, a partir de la fecha en que entra en vigencia éste Decreto, en Diciembre de 2003 
en adelante, como es el caso de la hoy demandante, solamente deberá liquidarse sobre 
los sueldos y horas extras, si sobre estos aportaba el docente, por ende quedaron 
expresamente excluidos por la norma, los demás emolumentos reclamados relacionados 
tales como, prima de navidad, alimentación y prima de vacaciones. 
 
 
En caso que prosperaran las pretensiones de la demanda, el DEPARTAMENTO DE 
BOLIVAR  no tendría que asumir ninguna responsabilidad respecto al pago, ya 
que la Secretaria de educación departamental de bolívar, solo tiene a cargo la gestión de 
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la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales, su pago 
obviamente está a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
según se contempla en el artículo 3º del Decreto 2831 del 2005: 
 

 “ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o 
la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente deberá: 
 
1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
 
2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 
recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta adoptados, 
certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente 
peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro 
de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto 
con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
 
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 
de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la Ley. 
 
5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a 
que éstos se encuentren en firme.” 
 
ARTICULO 4. TRAMITE DE SOLICITUDES. - El proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación o la entidad 
que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente 
pertenezca o hay pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria 
que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.  Dentro 
de los quince días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la 
sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las 
razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría 
de educación. 
 
ARTICULO 5. RECONOCIMIENTO. - Aprobado el proyecto de resolución por la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del fondo, deberá ser 
suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en 
los términos y con las formalidades y efectos previstos en la Ley.” 
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EXCEPCIONES 

 

a) FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA:  
 
DEPARTAMENTO DE BOLIVAR, no es el ente administrativo estatal, 
obligado a pagar la pensión y los reajustes reclamados en la demanda, el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio la entidad 
encargada por la ley 91 de 1989, a hacer el reconocimiento y el pago de las 
pensiones a los educadores en todo el territorio nacional. En estos casos la 
Secretaría de Educación Departamental de Bolívar, solo tiene a cargo la 
gestión de la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones 
su sociales, su pago, como lo he venido diciendo está a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, según se contempla en el 
artículo 3º del Decreto 2831 de 2005;, el ente administrativo 
Departamental, está obligado a la labor de hacer un acto administrativo en 
el cual, no se afecten aspectos presupuéstales del Departamento en este 
caso, ni se reconocen ni se pagan afectando presupuesto del departamento 
de bolívar  .  

 
 

“ARTÍCULO 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo 
establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 
2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que 
pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales certificadas, o 
la dependencia que haga sus veces. 
 
Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada 
correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente deberá: 
 
1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el 
reconocimiento de prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
 
2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 
recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta adoptados, 
certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente 
peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 
 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro 
de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, a la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto 
con la certificación descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
 
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y 
administración los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 
económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 
de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites 
administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos 
previstos en la Ley. 
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5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de los actos administrativos 
de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de éste, junto con la respectiva 
constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes 
a que éstos se encuentren en firme.” 

 
DEPARTAMENTO DE BOLIVAR  – Secretaría de Educación departamental de bolívar es un 
mero operador administrativo, que sigue las recomendaciones e instrucciones del 
Ministerio de Educación Nacional en ésta materia y de la entidad fiduciaria encargada del 
manejo de los recursos del fondo, pues todos los actos sometidos a su consideración, 
deben tener concepto previo y contar con la aprobación de tales entidades, en 
consecuencia, sino tiene facultades para decidir en torno a éste asunto, tampoco deberá 
ser condenado a pagar suma alguna de dinero respecto de las pretensiones que aquí se 
reclaman. 

 
 

b) EXCEPCIONES INNOMINADAS:  
Solicito se declare cualquier otra excepción que resulte probada durante el 
transcurso del presente proceso, de conformidad con el artículo 306 del CPACA y 
Código General del Proceso 

ANTECEDENTE JURISPRUDENCIAL 

Solicito se tenga como antecedentes jurisprudenciales las Sentencias, de fecha 
ocho (08) de septiembre de dos mil catorce (2014). Magistrado Ponente Doctor: 
LUIS MIGUEL VILLALOBOS. Proceso: NULIDAD Y RETABLECIEMNTO. 
RADICACION: 13-001-33-33-011-2013-00124-01. DEMNADANTE: RAQUEL 
ALICIA HERNANDEZ HERRERA. DEMANDAO MINISTERIO DE EDUCACION, 
DISTRITO DE CARTAGENA, SECRETARIA DE EDUCACION Y OTROS y la 
Sentencia del 31 de enero de 2014, Magistrado Ponente HIRINA MEZA 
REHNALS. Proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, Radicación 13-
001-33-33-011-2012-00070-01- DEMANDANTE LUZ MARIAM GOMEZ DE 
PALOMINO. DEMANDADO: NACION- MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL- 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO DE 
CARTAGENA DE INDIAS 

 

PRUEBAS: 

 
Solicito que se decretó practique y tenga como prueba las que reposan en el 
expediente y las que se a lleguen al mismo dentro de la unidad procesal. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 

 
MARIA MERCEDES MENDOZA VELLOJIN 
C. C. Nº 45.468.043 de Cartagena 
T. P. Nº 128127 del C. S. J 
 


